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JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES 

MEDELLÍN - ANTIOQUIA 
 

Marzo 19 de 2026 
 

 

En la fecha, el JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE MEDELLÍN en virtud del artículo 86 de la Constitución Nacional 

y el Decreto 2591 de 1991 procede a resolver la acción de tutela instaurada por 

intermedio de apoderado judicial por TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO en 

contra de INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ 

 

HECHOS 

 

En síntesis y para lo que este trámite interesa, la accionante manifestó que, los días 

12 de septiembre de 2025, 30 de enero y 5 de febrero, ambas fechas de 2026 a 

través de correo electrónico, presentó escritos de petición ante a la rectora de la 

INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ en la que elevó varias 

solicitudes relacionadas con situaciones de quejas de parte de estudiantes del 

plantel, sin que a la fecha la accionada haya emitido pronunciamiento alguno al 

respecto, con lo que considera vulnerado su derecho fundamental de petición. 

 

PETICIÓN 

 

Por lo anterior, solicitó amparo constitucional y que, en consecuencia, se ordene a 

la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ que dé respuesta 

completa y de fondo a lo solicitado en las peticiones del 12 de septiembre de 2025, 

30 de enero y 5 de febrero de 2026. 

 

RESPUESTA DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ 

GONZÁLEZ 

 

La accionada expuso que, lo que la activa refiere como una petición del 12 de 

septiembre de 2025 corresponde a una respuesta presentada por ella frente a 

situaciones que le fueron informadas previamente por la institución mediante correo 

del 23 de julio de 2025, sin que se evidencie algún requerimiento de su parte. 

 

Respecto de la solicitud del 30 de enero de 2026 señaló que, entregó a la docente 

el escrito solicitado, el cual fue firmado por ésta, junto con quejas suscritas por 

padres de familia y documento fechado el 2 de febrero de 2026.  

PROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO 

ACCIONADA I. E. JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ 

RADICADO 05 001 41 05 008 2026 10139 00 

INSTANCIA PRIMERA 

PROVIDENCIA SENTENCIA N° 138 DE 2026 

TEMAS DERECHO DE PETICIÓN 

DECISIÓN CONCEDE AMPARO 
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Sobre el requerimiento del 5 de febrero de 2026 indicó que, remitió quejas de 

estudiantes y precisó que la institución activa los protocolos correspondientes y, de 

ser necesario, rutas internas y externas para la atención de los casos, anexando 

registro recibido por la coordinadora Magdalena Manrique Flórez el mismo día a las 

7:00 a.m., además de manifestarle que desconocía a qué situaciones específicas 

aluden algunos puntos señalados por la accionante, señalándole que el Comité de 

Convivencia Escolar se encuentra activo conforme a la Ley 1620 de 2013 y sesiona 

cada dos meses o de manera extraordinaria cuando se requiere.  

 

Finalmente, afirmó que el derecho de petición recibido el 18 de febrero de 2026 fue 

respondido el 28 de febrero de 2026 a las 8:36 a.m. al correo lacuerpa@riseup.net. 

 

CONSIDERACIONES 

 

 Competencia 

 

El Juzgado es competente para decidir de fondo sobre la petición impetrada, en 

virtud de lo previsto por el artículo 86 de la Constitución Nacional, el Artículo 37 del 

Decreto 2591 de 1991, y el Artículo 1° del Decreto 1382 de 2000.  

 

 Legitimidad De La Pretensión 

 

La acción de tutela está concebida en la Carta Política como un mecanismo directo 

y ágil, al alcance de toda persona, cuya finalidad es la protección de los derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos se vean amenazados o 

efectivamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o 

de los particulares en determinados casos expresamente previstos por el legislador, 

siempre que la parte afectada carezca de un medio judicial alternativo para obtener 

la salvaguardia pretendida excepto, que, como mecanismo transitorio, se utilice 

para evitar un perjuicio irremediable. 

 

Dados los hechos que dan origen a esta acción, corresponde a esta funcionaria 

determinar si debe emitirse una orden en sede de tutela al hallar conculcado algún 

derecho de estirpe constitucional; previo análisis de los requisitos de legitimación 

en la causa, inmediatez y subsidiariedad que marcan la competencia del juez de 

tutela.  

Es así que el análisis de tutela ha de superar unos filtros de procedibilidad, a través 

de los cuales se identifica el vínculo de la parte reclamante con la pretensión, se 

decantan aquellas situaciones que bien, pueden ser atendidas a través de otras vías 

legales o que comportan un reclamo extemporáneo, a saber, los requisitos de 

legitimación en la causa, inmediatez y subsidiariedad 

 

Pues bien, en el presente evento se cumple con el presupuesto de legitimación 

en la causa, ya que la acción es elevada por la ciudadana que, actuando en causa 

propia, reclama la protección de sus derechos (legitimación por activa) y se vincula 

por pasiva a la entidad que tendría alguna responsabilidad en la superación de la 

transgresión de derechos (legitimación por pasiva.) 

 

En cuanto a la inmediatez se refiere al oportuno accionar en relación al acto que 

generó la alegada vulneración de los derechos fundamentales, ya que, pese a que 

esta vía judicial no cuenta con un término para efectuar la presentación, debe existir 

necesariamente una correspondencia entre la naturaleza expedita de la tutela y su 

interposición en un tiempo oportuno, por tanto, cuando la acción se presenta mucho 
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tiempo después de la acción u omisión que se alega como violatoria de derechos, 

se desvirtúa el carácter apremiante del remedio perseguido. 

 

Requisito que se halla satisfecho en el presente evento, por cuanto las peticiones 

que se tachan de irresueltas fueron elevadas los días 12 de septiembre de 2025, 30 

de enero y 5 de febrero, de 2026 (según prueba documental aportada), siendo 

presentada la acción de tutela el 12 de marzo de 2026, lo que denota celeridad y 

proactividad de la parte activa en el reclamo de sus derechos.  

 

Respecto al requisito de subsidiariedad, debe tenerse presente que la Corte 

Constitucional ha aceptado la procedencia de la acción de tutela para reclamar el 

cumplimiento de los plazos para dar respuesta a las peticiones, bajo el entendido 

que en el ordenamiento colombiano no existe otra alternativa para proceder a su 

amparo (T -066 de 2024.) 

 

 Problema Jurídico 

 

Superados los presupuestos de procedibilidad, se abre paso al análisis de las 

súplicas de la parte actora, quien en síntesis reclama de la entidad accionada, la 

efectiva respuesta a la petición elevada, siendo el problema jurídico evaluar la 

transgresión al derecho fundamental de petición.  

 

Ahora, para resolver el asunto objeto de litigio este despacho considera procedente 

abordar el siguiente esquema metodológico: 1) Derecho fundamental de petición. 

2) Caso concreto. 

 

1) El derecho fundamental de petición 

 

Con relación al alcance del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional de forma constante recalca en el carácter 

ius fundamental de esta garantía, por lo que a través de sus decisiones, denota que 

por vía de este derecho se amparan otras garantías, en particular, se pone en 

ejercicio algunas actuaciones administrativas tanto en el sector público como 

privado, generando entonces unas reglas de análisis que contemplan la clásica 

referencia al núcleo esencial que corresponde a la necesidad de obtener una 

respuesta oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple respuesta 

formal, pero además ha generado unos sub criterios de decisión descritos en 

sentencia C-418 de 2017, así:  

 

1. El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 

2. Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política. 

3. La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; 

(ii) la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, 

debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario. 

4. La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

5. El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las 

organizaciones privadas y en general, a los particulares. 
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6. Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las 

peticiones formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso 

Administrativo, que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en 

los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la 

autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando 

además el término en el que sería dada la contestación. 

7. La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 

de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido 

concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de 

petición. 

8. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de 

petición no la exonera del deber de responder.  

 

Se destaca que son éstos los elementos que componen el núcleo esencial del 

derecho de petición, que al faltar uno de ellos, deviene en su vulneración y por tanto 

se hace imperioso la intervención del juez de tutela para emitir las órdenes 

correctivas.  Se resalta que el alcance del derecho de petición no abarca la 

posibilidad de recibir una respuesta afirmativa o favorable a los intereses del 

accionante (al respecto la sentencia T- 206 de 2018.) 

 

2) Caso concreto 

 

La accionante TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, instauró la presente acción 

constitucional en contra de la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ 

GONZÁLEZ, alegando la vulneración de su derecho fundamental de petición ante 

la omisión de la institución de emitir respuesta de fondo a unas solicitudes que 

radicó los días 12 de septiembre de 2025, 30 de enero y 5 de febrero, ambas fechas 

de 2026 a. En esta solicitud, la activa, requirió información y documentación 

detallada relacionada con situaciones de quejas de estudiantes del plantel y de 

padres de familia, además de requerir la activación de protocolos y reuniones para 

aclarar los inconvenientes1. 

 

A la par, la Institución Educativa accionada expuso como medio de defensa frente 

a los hechos de la tutela en primer lugar que, el escrito del 12 de septiembre de 

2025 no da cuenta de una solicitud por parte de la activa, sino a una respuesta 

emitida por ésta frente a situaciones que se le informaron por la institución el 23 de 

julio de 2025. Asimismo, adujo que frente a las peticiones del 30 de enero de 2026 

y 5 de febrero de 2026, de manera física puso en conocimiento de la accionante 

documento de quejas de estudiantes y activó protocolos institucionales, anexando 

registro de recibido por la coordinadora, además de indicarle como opera el Comité 

de Convivencia Escolar y agregó que, el derecho de petición recibido el 18 de 

febrero de 2026 fue respondido el 28 de febrero de 2026 al correo 

lacuerpa@riseup.net2. 

 

No obstante lo anterior, la accionada no aportó un escrito de respuesta expresa 

dirigida a la accionante; empero se verifica que el correo por el que la pasiva 

presentó su contestación ante esta Agencia Judicial el 25 de febrero de 2026, fue 

remitido con copia al correo electrónico: lacuerpa@riseup.net, informado por la 

activa para efecto de notificaciones, así: 

 

                                                           
1 Expediente digital, ver archivo 06PronunciamientoAccionante. 
2 Ibídem, ver archivo 07ContestacionIEJosefina. 
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Pues bien, analizados los escritos de petición que adosa la accionante, 

específicamente de las fechas del 12/09/2025, 30/01/2026 y 05/02/2026, en los que 

soporta su solicitud de amparo, comparado con el argumento de la pasiva con el 

que aduce haber satisfecho los requerimientos que dieron lugar al presente trámite, 

es necesario precisar lo siguiente: 

 

 En lo que respecta al escrito fechado del 12 de septiembre de 2025, tal y como 

lo señala la accionada, en el mismo no se evidencia solicitud alguna, sino que 

da cuenta de una respuesta dada por la señora Tatiana Hernández a un informe 

que la institución puso en su conocimiento en julio3. 

 La petición del 30 de enero de 2026 se encuentra que la accionante solicitó 

expresamente lo siguiente4: 

 
 

Y si bien, en las pruebas adosadas por la pasiva reposa documento da cuenta 

de que las quejas presentadas por alumnos del plantel y padres de familia fueron 

puestas de manera física en conocimiento de la docente, no existe 

pronunciamiento o por lo menos, en el plenario no se acredita que la institución 

haya emitido respuesta resolviendo sobre la reunión de conciliación o 

aclaraciones que menciona la activa en su escrito. 

 

Respecto a la petición del 5 de febrero de 20265 en los que la activa, eleva 

expresamente las siguientes inquietudes: 

                                                           
3 Ibídem, folio 5, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
4 Ibídem, folio 9, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
5 Ibídem, folios 10 a 12, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
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Aunque la accionada en la contestación a los hechos de la tutela, que como se 

dijo en párrafos precedentes, remitió con copia al correo de la tutelante, se 

pronuncia respecto a cada uno de los puntos de la petición, no da una respuesta 

clara que oriente a la peticionaria a resolver la totalidad de sus planteamientos, 

según lo expresado por la institución, así: 

 

 
 

Nótese, por ejemplo, como omitió resolver lo planteado en el punto 3.2. relacionado 

con establecer compromisos y al resolver lo solicitado en los puntos 4.1. y 4.2. la 

institución no es clara en su respuesta, dejando a la deriva la solicitud de la señora 

Hernández Nieto. 

 

En este sentido, sin desconocer que la accionada el 13 de marzo del año que 

calenda luego de ser notificada del presente trámite constitucional, se pronunció en 

la contestación a la tutela frente a las peticiones presentadas por la activa, su 

contenido, con el que se aduce haber emitido respuestas de fondo, comparado el 

propósito de la petición, no permite determinarlas como satisfactorias, precisando 

que ello no implica que la respuesta deba ser favorable a los intereses de la 

solicitante, pero deja a la señora HERNÁNDEZ NIETO en incertidumbre frente a 

algunos de sus interrogantes.  
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En suma, es claro que la institución accionada no ha satisfecho los presupuestos 

mínimos del derecho fundamental de petición en tanto el escrito que se aduce como 

respuesta, está incompleto. Así las cosas, es claro que existe una transgresión al 

derecho fundamental invocado, por lo que se impondrán los correctivos para cesar 

su vulneración. 

 

Y sin que se aprecien elementos que den lugar a excepcionar o excusar el deber de 

la accionada de atender de fondo la petición que elevó la señora TATIANA PAOLA 

HERNÁNDEZ NIETO, patente es la vulneración de su derecho fundamental de 

petición, por lo que el Despacho ordenará la INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA 

MUÑOZ GONZÁLEZ que, en el término de 48 horas hábiles, siguiente a la 

notificación de la presente decisión, remita una respuesta completa y de fondo sobre 

la totalidad de inquietudes planteadas en las peticiones del 30 de enero y 5 de 

febrero, ambas fechas de 2026 la cual deberá ser notificada a través del correo 

electrónico: lacuerpa@riseup.net, enunciado por la parte actora para efectos de 

notificación en el escrito de tutela. 

 

Finalmente no habrá lugar a señalamientos frente a la petición del 18 de febrero de 

20266 sobre la que la accionada aduce haber remitido respuesta el 28 de febrero 

del año que calenda al correo electrónico de la peticionaria, sin haber adosado con 

su contestación documento que lo acredite, en la medida que desde la presentación 

de la tutela, la accionante no la menciona en los hechos de su escrito ni en sus 

pretensiones solicita amparo frente a la misma. 

 

En caso de no ser impugnada la presente decisión, se ordena remitir la presente 

solicitud de tutela ante la H. Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

 

Notifíquese a las partes la anterior decisión, conforme al Artículo 30 del Decreto 

2591 de 1.991. 

 
DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO OCTAVO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 

CAUSAS LABORALES DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de TATIANA PAOLA 

HERNÁNDEZ NIETO identificada con cédula de ciudadanía 43.903.488 frente a la 

INSTITUCIÓN EDUCATIVA JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ con NIT. 

811.018.193-4, conforme las consideraciones expuestas en la parte motivan de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la parte accionada INSTITUCIÓN EDUCATIVA 

JOSEFINA MUÑOZ GONZÁLEZ que, en el término perentorio de 48 horas hábiles, 

siguiente a la notificación de la presente decisión, remita a la accionante TATIANA 

PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, una respuesta completa y de fondo sobre la totalidad 

de inquietudes planteadas en las peticiones del 30 de enero y 5 de febrero, ambas 

fechas de 2026 la cual deberá ser notificada a través del correo electrónico: 

lacuerpa@riseup.net, enunciado por la parte actora para efectos de notificación en 

el escrito de tutela. 

 

                                                           
6 Ibídem, folios 13 a 20, archivo 06PronunciamientoAccionante. 
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TERCERO: Se advierte que la inobservancia de lo aquí impartido generará las 

sanciones que por desacato impone el art. 52 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE la presente decisión a las partes por el medio más 

expedito.  

 

QUINTO: La presente sentencia puede ser IMPUGNADA dentro de los tres (3) días 

siguientes a su notificación.  

 

SEXTO: ENVÍESE para su eventual revisión a la H. Corte Constitucional, en el 

evento de no ser impugnada esta providencia 

 

Los tramites de impugnación e incidentes de desacato, deben realizarse a través 

del correo electrónico institucional: j08mpclmed@cendoj.ramajudicial.gov.co, toda 

vez que no se están recibiendo ese tipo de escritos por la Oficina Judicial de 

Medellín. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

NATALIA MORENO GUZMÁN 

Juez 
 

 

Firmado Por: 

 

Natalia  Moreno Guzman 
Juez 

Juzgado Pequeñas Causas 

Laborales 008 

Medellin - Antioquia 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: bb10abae215ced183246a3f6ced37a4a765ede7564c2df3dda79f4122dfc0afd 

Documento generado en 19/03/2026 12:13:08 PM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://firmaelectronica.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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